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III. BIBLIOGRAFÍA SELECCIONADA.
I) NOVEDADES NORMATIVAS 

1. Estado

- Real Decreto-Ley 17/2012, de 4 de mayo, de medidas urgentes en materia de medio ambiente (BOE núm. 108, de 5 de mayo de 2012). 

Mediante este Real Decreto-Ley, se reforman con carácter de urgencia ciertos aspectos de la legislación ambiental con objeto de contribuir a la reactivación de la economía española y a la generación de empleo. 
Se trata de una reforma basada en la simplificación administrativa, eliminándose aquellos mecanismos de intervención que por su complejidad resultan ineficaces, y buscándose la sostenibilidad, no solo del Medio Ambiente, sino también de la propia legislación ambiental. 
En primer lugar, y a fin de racionalizar la gestión y uso del agua en previsión de una situación de sequía, el art. 1 de esta norma modifica el Texto Refundido de la Ley de Aguas, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, para regular las masas de agua subterránea y el buen estado de las mismas, buscando una mayor flexibilidad para reaccionar ante los problemas que las afecten y gestionar la disponibilidad de agua en masas que cuenten con un plan de actuación, por ejemplo eliminando el papel del Consejo del Agua en la declaración de masas de agua en riesgo de no alcanzar un buen estado cuantitativo o químico del art. 56. 

Asimismo, se refuerza la potestad sancionadora en materia de aguas, tarea de carácter urgente tras la declaración de nulidad parcial de la Orden MAM/85/2008, de 16 de enero, por la que se establecen los criterios técnicos para la valoración de los daños al dominio público hidráulico y las normas sobre toma de muestras y análisis de vertidos de aguas residuales por la Sentencia del Tribunal Supremo de 4 de noviembre de 2011. Así, se incorporan a la Ley de Aguas los criterios generales que se tomarán en cuenta en la valoración del daño causado en el dominio público hidráulico, determinantes para calificar la infracción, y se aumenta la cuantía de las sanciones del art. 117. 

El Decreto-Ley modifica también la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y la Biodiversidad (art. 2), buscando unificar aquellas figuras de protección que se solapan en un único instrumento de protección por medio de la nueva redacción del art. 28.2 de la citada Ley, que establece la coordinación tanto de normas reguladoras como de mecanismos de planificación para unificar en un único documento integrado los diferentes regímenes aplicables. No se especifica ni quién ni cómo se llevará a cabo dicha coordinación. 
Otra norma modificada es la Ley 22/2011, de 28 de julio, de Residuos y Suelos Contaminados (art. 3), alegadamente con la finalidad de simplificar y reducir las cargas administrativas que ocasionaban ambigüedad, incertidumbre e inseguridad en la aplicación de la norma. Así, se aclara, por ejemplo, que las notificaciones de traslado de residuos para destinarlos a operaciones de eliminación o valorización (del art. 25.3) podrán ser generales con la duración temporal que se determine reglamentariamente o podrán referirse a traslados concretos. 
Asimismo, y en cuanto a la posibilidad de obligar al productor a establecer sistemas de depósito que garanticen la devolución de las cantidades depositadas y el retorno del producto para su reutilización o del residuo para su tratamiento, que figuraba en el art. 31 de la Ley de Residuos, la presente norma circunscribe dicha posibilidad a los supuestos de productos o residuos cuyas características determinen que estos sistemas son la opción más adecuada o a situaciones en las que no se cumplan los objetivos de gestión fijados en la norma vigente. Y además, aclara que la implantación de estos sistemas de depósito, devolución y retorno de residuos habrá de ser con carácter voluntario. 
En relación con la potestad sancionadora de las Entidades Locales recogida en el art. 49.3 de la Ley de Residuos, esta reforma aclara que han de ejercerse únicamente respecto a residuos cuya recogida y gestión les corresponde. 
Finalmente, el art. 4 de la presente norma, trayendo causa de la modificación del Reglamento comunitario de subastas por parte del nuevo Reglamento (UE) 1210/2011 de la Comisión, de 23 de noviembre de 2011, que determina el volumen de derechos de emisión de gases de efecto invernadero en el conjunto de la UE, modifica la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores para permitir a las entidades financieras concurrir a las subastas de derechos de emisión que previsiblemente comenzarán de inmediato (a España corresponde subastar en 2012 la cantidad de 10.145.000 derechos) y para asignar a la CNMV las facultades de supervisión, inspección y sanción correspondientes en relación a las conductas relativas al abuso de mercado, establecer infracciones aplicables a estas conductas e introducir los deberes de cooperación de la CNMV con otras autoridades competentes. Es el carácter urgente de esta modificación para poder comenzar con las subastas, lo que ha motivado la forma de Decreto-Ley de la presente norma. 
- Real Decreto 346/2012, de 10 de febrero, por el que se modifica el Real Decreto 1013/2009, de 19 de junio, sobre caracterización y registro de la maquinaria agrícola (BOE núm. 45, de 22 de febrero de 2012). 

Esta norma pretende adaptar la normativa sobre caracterización y registro de la maquinaria agrícola a la aparición en el mercado de nuevos tractores cuyos motores disponen de un sistema de gestión de la potencia distinto que da lugar a más de una curva de potencia en el mismo tractor, introduciéndose un nuevo apartado en el art. 3 para plasmar esta realidad. 
También busca introducir nuevas normas de seguridad de las máquinas, ámbito en el que se ha producido la sustitución del RD 1435/1992, de 27 de noviembre por el nuevo RD 1644/2008, de 10 de octubre, por el que se establecen las normas para la comercialización y puesta en servicio de las máquinas. De esta forma, se someten a requisitos de seguridad diversas máquinas agrícolas no contempladas en la Directiva 2003/37/CE, de 26 de mayo de 2003, relativa a la homologación de los tractores agrícolas o forestales, de sus remolques y de su maquinaria intercambiable remolcada, así como de los sistemas, componentes y unidades técnicas de dichos vehículos. 
Del mismo modo, se adaptan los plazos de inscripción en el Registro Oficial de Maquinaria Agrícola (ROMA) para poder incluir los nuevos equipos. 
- Real Decreto 455/2012, de 5 de marzo, por el que se establecen las medidas destinadas a reducir la cantidad de vapores de gasolina emitidos a la atmósfera durante el repostaje de los vehículos de motor en las estaciones de servicio (BOE núm. 56, de 6 de marzo de 2012). 

Esta norma pretende reducir los vapores de gasolina emitidos a la atmósfera (que contribuyen a las emisiones de contaminantes nocivos para la salud y el medio ambiente, como el benceno o el ozono troposférico) por medio de su recuperación durante el repostaje en estaciones de servicio. 
Es dictada conforme a la disposición final 9ª de la Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de calidad del aire y protección de la atmósfera y supone la transposición a nuestro Derecho interno de la Directiva 2009/126/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 21 de octubre de 2009, relativa a la recuperación de vapores de gasolina de la fase II durante el repostaje de los vehículos de motor en las estaciones de servicio. 
Partiendo de esta base, el Reglamento exige que las estaciones de servicio nuevas cuyo caudal efectivo sea superior a 500 m3/año, o superior a 100 m3/año en caso de que estén situadas bajo viviendas o zonas de trabajo permanentes (art. 3), así como las ya existentes de caudal superior a 3.000 m3/año (disposición transitoria única), se doten de un sistema de recuperación de vapores de gasolina antes del 31 de diciembre de 2018. Los vapores así recuperados se transfieren a un depósito de almacenamiento o se devuelven al dispensador de gasolina. 
Los equipos de recuperación deben captar al menos el 85% de los vapores de gasolina (art. 4), y su eficiencia, además de tener que estar certificada con arreglo a las normas técnicas europeas pertinentes, se comprobará al menos una vez al año por un organismo de control autorizado de los regulados en la Ley 21/1992, de 16 de julio, de Industria y en el Reglamento para la Infraestructura para la Calidad y la Seguridad Industrial, aprobado por RD 2200/1995, de 28 de diciembre (art. 5). 

- Real Decreto 660/2012, de 13 de abril, por el que se modifican determinados anexos del Real Decreto 368/2005, de 8 de abril, por el que se regula el control oficial del rendimiento lechero para la evaluación genética en las especies bovina, ovina y caprina (BOE núm. 111, de 9 de mayo de 2012). 

Mediante este Reglamento se actualizan los anexos del RD 368/2005, mediante el que se estableció la normativa básica de coordinación y funcionamiento del control oficial del rendimiento lechero en ganado bovino, ovino y caprino en España, cuya finalidad era la valoración genética de los reproductores a través de los esquemas de selección aprobados para las diferentes razas. 
Los anexos se adecuan a la normativa comunitaria y a las recomendaciones del Comité Internacional para el Control del Rendimiento Animal (ICAR) para hacer más flexibles los márgenes de discrepancia entre las mediciones del controlador autorizado y los realizados en las auditorías, para tener en cuenta las particularidades que pueden afectar a la producción lechera de una reproductora en particular y tomar decisiones respecto a sus resultados y para actualizar los métodos de cálculo de lactaciones a los métodos modernos, más sencillos y eficientes, así como la informatización y automatización en la gestión de las ganaderías. 
La técnica utilizada es la remisión simple a las recomendaciones del ICAR, que se hacen públicas mediante resolución de la Dirección General de Producciones y Mercados Agrarios, que se publica en el BOE. 
- Real Decreto 715/2012, de 20 de abril, por el que se crea la Comisión Interministerial de Estrategias Marinas (BOE núm. 113, de 11 de mayo de 2012). 

Esta norma desarrolla la Ley 41/2010, de 29 de diciembre, de protección del medio marino, que llamaba a la creación reglamentaria de una Comisión Interministerial con objeto de coordinar la elaboración, aplicación y seguimiento de la planificación del medio marino que se lleva a cabo mediante las llamadas Estrategias Marinas. 
La Comisión Interministerial de Estrategias Marinas se constituye como un órgano colegiado del art. 40.1.a) de la LOFAGE, adscrito al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente (art. 1.2). La presidencia corresponde al titular de la Secretaría de Estado de Medio Ambiente del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, la Vicepresidencia al titular de la Dirección General de Sostenibilidad e la Costa y del Mar del mismo ministerio y los vocales se reparten entre representantes del resto de Ministerios (art. 2). 
Son funciones de la Comisión el análisis y evaluación de la información relacionada con el medio marino, el intercambio de dicha información, el análisis de las estrategias marinas del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, así como el establecimiento de programas de seguimiento y la puesta en marcha de programas de medidas (art. 3). 
La Comisión Interministerial de Estrategias Marinas se constituirá en el plazo de un mes desde la aprobación de este Reglamento, y no conllevará un aumento del gasto público, ya que su funcionamiento ha de ser atendido con los existentes medios materiales y personales del Departamento (disposición adicional 1ª). 

2. Comunidades Autónomas 

D) Andalucía

- Decreto 23/2012, de 14 de febrero, por el que se regula la conservación y el uso sostenible de la flora y la fauna silvestres y sus hábitats (BOJA núm. 60, de 27 de marzo de 2012). 
Este Reglamento se dicta con el fin de garantizar la biodiversidad y sus hábitats en la Comunidad Autónoma de Andalucía. Supone un desarrollo de la Ley 8/2003, de 28 de octubre, de la Flora y la Fauna Silvestres, y constituye un objetivo previsto con carácter general en el art. 52 de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad. 
Se establece un régimen general de protección para la flora y fauna silvestres y un régimen especial para las especies amenazadas. Dicha protección comprende la ordenación de los aprovechamientos sostenibles, a excepción de los cinegéticos y de los piscícolas, y la protección de los animales, salvo los de especies domésticas, los usados para la experimentación científica, actividades laborales o aprovechamiento agrícola o ganadero. 
En el Capítulo I se prevén subvenciones, ayudas e incentivos para la conservación de las especies silvestres y sus hábitats (art. 7), el fomento de la educación para la conservación y la información ambiental (art. 9), así como la integración de los principios de conservación, restauración y uso sostenible de la biodiversidad en las estrategias, planes y programas de las diferentes políticas sectoriales (art. 10). La Ley faculta a las personas físicas y jurídicas para solicitar la constitución de una reserva ecológica sobre un terreno de su propiedad, previa autorización y elaboración de un plan técnico (art. 11). 
Toda excepción al régimen general de protección de la flora y la fauna requiere de la obtención de autorización administrativa, previa solicitud debidamente motivada Los arts. 12 y ss de la presente norma regulan el procedimiento de otorgamiento de esta autorización. La resolución de la misma corresponde a la Dirección General en materia de conservación de la flora y la fauna silvestres, si se trata de especies amenazadas o de actuaciones pluriprovinciales, y a la Delegación Provincial para el resto de procedimientos (art. 14), y todas las autorizaciones han de ser comunicadas a la Administración General del Estado (art. 16). 
Los aprovechamientos que no reunieran las condiciones establecidas en este Decreto y que estuviesen autorizados a la entrada en vigor de este Decreto, mantendrán su continuidad durante el tiempo de vigencia de las respectivas autorizaciones o planes aprobados, conforme a la disposición transitoria primera. 
El Reglamento regula también en su Capítulo II la tenencia y cría en cautividad de fauna silvestre (sección 3ª), los parques zoológicos (sección 4ª), la Red Andaluza de Centros de Conservación, Recuperación y Reintroducción de Especies Silvestres (sección 5ª) y la naturalización de ejemplares y colecciones científicas (sección 6ª). 
El Capítulo III se dedica al régimen especial de protección de las especies incluidas en el Catálogo Andaluz de Especies Amenazadas, estableciendo la necesidad de elaborar un plan de protección de aquella especie que vaya a ser catalogada. Se regula el contenido mínimo de los planes así como su catalogación, actualización y ejecución, tareas en las que, además de la Consejería de Medio Ambiente, participa el Consejo Andaluz de la Biodiversidad (arts. 41 y ss). En todo caso, el Catálogo Andaluz de Especies Amenazadas se ve modificado de acuerdo con las especificaciones del Anexo X (disposición final primera). 
El Capítulo IV regula la conservación y restauración de los hábitats, promoviendo la conexión del territorio mediante corredores ecológicos, para lo cual se requiere de una amplia colaboración ciudadana (art. 45). Se regula a tal efecto el Inventario de Corredores Ecológicos Prioritarios y otros elementos de conexión (art. 48), así como el Catálogo Andaluz de Árboles y Arboledas Singulares (art. 49), estableciéndose, para la inclusión en ambos instrumentos, la necesidad de un informe de las Entidades Locales afectadas. También se regulan otras medidas preventivas y de protección ambiental, como el control de sustancias tóxicas (art. 50) y el control de especies exóticas (arts. 51 y ss). 
Finalmente, en el Capítulo V se regulan las actividades tradicionales de ocio, deporte y turismo activo, estableciéndose una serie de limitaciones para la circulación de vehículos a motor en el medio rural (arts. 55 y ss). 
I) Comunidad Valenciana

- Decreto 60/2012, de 5 de abril, por el que se regula el régimen especial de evaluación y de aprobación, autorización o conformidad de planes, programas y proyectos que puedan afectar a la Red Natura 2000 (DOGV núm. 6750, de 10 de abril de 2012). 
Es objeto de esta norma regular la evaluación y aprobación, autorización o conformidad de los planes, programas y proyectos que afecten a espacios de la Red Natura 2000 dentro del territorio de la Comunidad Valenciana y establecer un procedimiento coordinado con el de evaluación ambiental estratégica de planes y programas y de evaluación de impacto ambiental de proyectos que simplifique los procedimientos reduciendo las cargas administrativas. 
Este Reglamento se dicta en desarrollo del art. 45.4 y ss de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad y del art. 14 de la Ley 11/1994, de 27 de diciembre, de Espacios Naturales Protegidos de la Comunidad Valenciana, y supone la finalización de la transposición del art. 6 de la Directiva 92/43/CEE relativa a la conservación de los hábitats naturales, la fauna y la flora silvestres. 
Los planes y programas sometidos a esta norma son todos aquellos elaborados o aprobados por una Administración Pública y que además su elaboración y aprobación venga exigida por una disposición legal o reglamentaria o por acuerdo del Consejo de Ministros, del Consell o del pleno de una corporación local. Los proyectos sometidos son aquellos indicados en el anexo (art. 4), el cual se remite a proyectos públicos o privados referidos en diversas normas, tales como el Real Decreto Legislativo 1/2008, de 11 de enero, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Evaluación de Impacto Ambiental de Proyectos o el Decreto 162/1990, de 15 de octubre, del Consell, por el que se aprueba el Reglamento para la ejecución de la Ley 2/1989, de 3 de marzo de la Generalitat, de Impacto Ambiental. 
El Capítulo II comienza por regular la evaluación de repercusiones sobre la Red Natura 2000, evaluación que, salvo competencias estatales, corresponde al órgano gestor de la Red Natura 2000, que será una dirección general de la conselleria competente en materia de medio ambiente (art. 5). El procedimiento es similar al relativo a la Evaluación de Impacto Ambiental y la Evaluación Ambiental Estratégica. 
La evaluación resulta obligatoria para cualquier plan, programa o proyecto que sin tener relación directa con la gestión de las ZEPA, los LIC o las ZEC o sin ser necesario para la misma, pueda afectar directa o indirectamente de forma apreciable a los mencionados espacios (art. 6), pero es únicamente la evaluación preliminar la que resulta obligatoria, en la que debe establecerse si un plan o proyecto requiere de una evaluación detallada (art. 7). En caso de ser así, el promotor deberá confeccionar un Estudio de afecciones sobre la Red Natura 2000 identificando los efectos previsibles del plan, sus objetivos de conservación y mediante qué medidas pretenden lograrse (art. 9). Partiendo de dicho estudio y de la información de que disponga, el órgano gestor de la Red Natura 2000 ha de emitir una Declaración de repercusiones sobre la Red Natura 2000. 

La Declaración de repercusiones tiene el carácter de preceptiva y vinculante y debe ser emitida en un plazo máximo de dos meses desde la entrada del estudio de afecciones en el órgano sector de la Red Natura 2000. La declaración podrá determinar la ausencia o la existencia de afecciones, pudiendo establecer condiciones al contenido del plan o del proyecto (art.10). De concluirse que no existen afecciones, el plan o proyecto puede ser aprobado, autorizado o consentido por el órgano promotor o sustantivo sin necesidad de acudir al régimen de aprobación autorización o conformidad excepcional (que equivale a los regímenes de comunicación previa o declaración responsable) que se prevé a continuación. 

Si se declara la presencia de afecciones, esto determina la obligación de no aprobación, no autorización o no conformidad (art. 12), si bien excepcionalmente podría aprobarse, autorizarse o dar la conformidad si no existieran soluciones alternativas, por razones imperiosas de interés público de primer orden y siempre que se adoptaran cuantas medidas compensatorias fueran necesarias (arts. 13 y ss). 
El procedimiento de Evaluación de repercusiones que acaba de comentarse y, en su caso, el diseño de las medidas compensatorias, se llevan a cabo en el marco de los procedimientos legalmente establecidos para la Evaluación de Impacto Ambiental y la Evaluación Ambiental de proyectos siguiendo las detalladas reglas establecidas en el Capítulo III (arts. 18 y ss) para cada categoría factual posible. 
Esto, en cambio, no ocurrirá cuando otros procedimientos de evaluación no sean aplicables. El art. 26 enumera los casos en los que esto puede suceder, como por ejemplo respecto a planes cuyo objeto sea la defensa nacional, la protección civil o proyectos que vayan a ser aprobados específicamente por una ley del Estado o de la Generalitat. En estos casos, se aplica el procedimiento regulado en el art. 27. 
J) Aragón

- Ley 3/2012, de 8 de marzo, de Medidas Fiscales y Administrativas de la Comunidad Autónoma de Aragón (BOA núm. 54, de 19 de marzo). 
Esta Ley recoge una serie de medidas de carácter fiscal, administrativo y organizativo, enmarcadas en un contexto de cambio de gobierno en la Comunidad Autónoma y de crisis económica. De ellas destacaremos aquellas con relevancia ambiental. 
En cuanto a las medidas fiscales, que regula el Título I, cabe destacar la supresión del impuesto que grava las instalaciones de transporte por cable, justificada por no implicar una afección ambiental suficiente como para ser sometida a tributación. Dicha supresión supone una modificación del Texto Refundido de la Legislación sobre Impuestos Medioambientales de la Comunidad Autónoma de Aragón, aprobado por Decreto Legislativo 1/2007, recogida en el Anexo III. 
Asimismo, se reforma el Texto Refundido de las Tasas de la Comunidad de Aragón, aprobado por Decreto Legislativo 1/2004, de 27 de julio, modificándose, en lo que nos interesa, las tasas por inspecciones y controles sanitarios oficiales de animales y sus productos (art. 17), la tasa por servicios en materia de ordenación de actividades industriales, meteorológicas, mineras y comerciales (art. 19), la tasa por expedición de licencias y permisos de caza y pesca (art. 21), la tasa por servicios facultativos y administrativos en materia de montes, aprovechamientos forestales y vías pecuarias (art. 22) y la tasa por servicios administrativos en materia de protección del medio ambiente (art. 25). 
Respecto a las medidas administrativas, reguladas en el Título II, se modifican una serie de Leyes en materia de agricultura, ganadería y medio ambiente. 
Así, se modifica la Ley 5/2002, de 4 de abril, de caza de Aragón, clarificándose el régimen jurídico aplicable a la indemnización de los daños no agrarios, los causados por especies cinegéticas, por medio de la introducción de un criterio homogéneo para solventar la disparidad de pronunciamientos entre la doctrina contencioso-administrativa y la vía civil. Asimismo, se contempla la transición de los actuales cotos comerciales de caza que sean coincidentes con cercados cinegéticos de caza mayor, bajo la denominación de cotos privados de caza (art. 48). 
Se modifica asimismo la Ley 6/2001, de 17 de mayo, de Ordenación y Participación en la gestión del agua en Aragón, convirtiéndose a los Agentes de Protección de la Naturaleza en autoridades públicas y facultándolos para realizar determinadas actuaciones en materia de protección del dominio público hidráulico (art. 49). 
También se modifica la Ley 10/2005, de 11 de noviembre, de vías pecuarias de Aragón en lo relativo a las operaciones de concentración parcelaria, definidas ahora como de utilidad pública y urgente ejecución (Art. 50). 
Se modifica la Ley 23/2003, de 23 de diciembre, de creación del Instituto Aragonés de Gestión Ambiental, en el sentido de incorporar un nuevo procedimiento con la finalidad de ofrecer a los promotores aragoneses de diversos productos de la Comunidad la posibilidad de obtener la etiqueta ecológica de la Unión Europea (art. 51). 
También se modifica la Ley 15/2006, de 28 de diciembre, de Montes de Aragón, acelerándose la tramitación de los instrumentos de gestión forestal necesarios para un adecuado aprovechamiento de las masas forestales y la clarificación y el impulso de la utilización de la biomasa forestal como fuente de energía de origen renovable, con la doble finalidad de mantener los montes de la Comunidad mejor acondicionados de cara a la lucha contra los incendios forestales y contra el cambio climático (art. 59). 
Por otro lado, se modifica la Ley 7/2006, de 22 de junio, de Protección Ambiental de Aragón, con objeto de articular la tramitación adecuada de las autorizaciones ambientales integradas de las instalaciones ganaderas, de forma que dichas actividades tengan diferentes modalidades de gestión de estiércoles, para mitigar la contaminación difusa generada por la inadecuada tramitación de éstos en zonas con alta carga ganadera, así como para agilizar la actividad económica, regulándose la declaración responsable para ciertas actividades. También se articulan y clarifican los plazos de adecuación de las instalaciones de cría intensiva de aves de corral y de cerdos a la nueva regulación (art. 60). 

Finalmente, cabe destacar modificaciones efectuadas en los órganos de gestión de parques, reservas y Espacios Naturales, tanto mediante la modificación de la Ley 6/2998, de 19 de mayo, de espacios naturales Protegidos de Aragón, como mediante la modificación de las diversas normas concretas que regulan determinados parques. 

L) Canarias

- Decreto 13/2012, de 17 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento por el que se regula el procedimiento de registro del certificado de eficiencia energética de edificios en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Canarias (BOCAN núm. 41, de 28 de febrero de 2012). 
Este Reglamento busca aplicar los principios de simplificación y agilización administrativa al procedimiento de certificación energética, para lo cual modifica el procedimiento para el registro de los certificados establecido en el Decreto 26/2009, de 3 de marzo, implantando la tramitación mediante comunicación previa vía telemática. Sigue, por tanto, la línea marcada por el Decreto 48/2009, de 28 de abril, que persigue la modernización y mejora de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias y se enmarca en la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos. 

Se establecen los los criterios necesarios para la expedición de los citados certificados, que se ajustarán a los modelos determinados en los Anexos I, II y III. Cada certificado deberá acompañarse de una etiqueta de eficiencia energética, igualmente ajustada al modelo del Anexo IV (Capítulo II). 
Asimismo, se regula el procedimiento administrativo para la inscripción en el Registro Oficial de Certificados de Eficiencia Energética de Edificios, determinándose la documentación que debe presentarse y el régimen de actualización, anulación, validez y renovación del certificado, así como la forma de acceso a la información del Registro (Capítulo III). 
M) Navarra

- Ley Foral 3/2012, de 14 de marzo, por la que se prolonga la vigencia y se modifica la Ley Foral 16/2008, de 24 de octubre, del Plan de Inversiones Locales para el periodo 2009-2012 (BOE núm. 88, de 12 de abril de 2012). 
La Ley Foral 16/2008, del Plan de Inversiones Locales 2009-2012, se creó como un instrumento de cooperación económica con las Entidades Locales y con la finalidad de garantizar la cobertura en la Comunidad Foral de los servicios municipales obligatorios. La Ley Foral 19/2008 asignó las cuantías de dotación del referido Plan de Inversiones. Pero la ejecución de dicho Plan se ha visto ralentizada por la crisis económica y por los nuevos criterios normativos aplicables en materia de endeudamiento local, por lo que se requiere una modificación de la regulación legal con objeto de agilizar y dinamizar la gestión de los recursos. 
La presente Ley prolonga la vigencia del Plan de Inversiones Locales aprobado en 2008, facultando al Gobierno de Navarra a la autorización de nuevos compromisos de gasto más allá de su vigencia inicial prevista, flexibilizando la inclusión de obras en el régimen excepcional y estableciendo un régimen transitorio para las Entidades Locales que, habiendo obtenido un informe de viabilidad para la ejecución de una obra, hubieran devenido inviables como consecuencia de modificaciones normativas posteriores. Dichas Entidades tendrán un plazo de 15 días para ajustar la inversión a su capacidad financiera o presentar una modalidad de financiación alternativa. Una vez resuelta su solicitud, tendrán un plazo de 4 meses para iniciar obra (disposición transitoria única). 
Asimismo, se introducen medidas para garantizar el cumplimiento de las entidades beneficiarias de dicho régimen excepcional y se facilita la renuncia de las mismas a las inversiones comprometidas. Finalmente, se autoriza al Gobierno de Navarra a incrementar la dotación de la reserva prevista para supuestos de reconocida urgencia y régimen excepcional (disposición adicional única). 
II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES 

1. TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

- Sentencia 34/2012 del Tribunal Constitucional (sala segunda), de 15 de marzo de 2012 (recurso de inconstitucionalidad 4363-2001). 
En esta Sentencia se resuelve un recurso de inconstitucionalidad interpuesto por la Junta de Andalucía contra la Ley 6/2001, de 8 de mayo, de modificación del RD Legislativo 1302/1986, de 28 de junio, de evaluación de impacto ambiental. 

La recurrente alega vulneración del art. 149.1.23 CE y de los arts. 13.4 y 15.1.7 del Estatuto de Autonomía para Andalucía de 1981. El TC establece que la ulterior aprobación del Real Decreto Legislativo 1/2008, de 11 de enero, por el que se aprueba el hoy vigente texto refundido de la Ley de evaluación de impacto ambiental de proyectos, no extingue el objeto del recurso, al ser éste de naturaleza competencial. Así, reconduce el recurso a  los actuales arts. 4, 18 y a la disposición final primera del citado texto refundido. 

En ese sentido, se alega vulneración de la competencia exclusiva en materia de procedimiento administrativo derivado de las especialidades de la organización propia de la Comunidad Autónoma (art. 13.4. Estatuto de Autonomía Andalucía) y de la competencia de desarrollo legislativo y ejecución, en el marco de la regulación general del Estado en materia de medio ambiente (art. 15.1.7 Estatuto de Autonomía de Andalucía). 

El TC pasa a analizar los preceptos recurridos, que otorgan competencia al Ministerio de Medio Ambiente para efectuar la declaración de impacto ambiental de proyectos que deban ser autorizados o aprobados por la AGE, así como para el seguimiento y vigilancia del cumplimiento de la misma. El TC cita su anterior doctrina sobre el mismo objeto, la STC 13/1998, de 22 de enero, la STC 101/2006, de 30 de marzo y la STC 1/2012, conforme a las cuales se concluye que la atribución al Estado de la competencia de evaluación de impacto ambiental respecto a los proyectos que deban ser autorizados o aprobados por la AGE es conforme con el orden constitucional de competencias. 

En consecuencia, desestima el recurso de inconstitucionalidad 

- Sentencia 34/2012 del Tribunal Constitucional (sala segunda), de 26 de marzo de 2012 (conflicto positivo de competencia 10801-2009). 

En esta Sentencia se resuelve un conflicto positivo de competencia planteado por la Junta de Galicia en relación con la Resolución de la Dirección general de medio natural y política forestal de 31 de agosto de 2009, por la que convoca la concesión de ayudas a entidades y organizaciones no gubernamentales de ámbito estatal para la realización de actividades privadas relacionadas con los principios inspiradores de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del patrimonio natural y de la biodiversidad, y con las finalidades de la Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de montes. 

La Junta alega que la citada Resolución no respeta la distribución de competencias en materia de medio ambiente, al centralizar en los órganos estatales la regulación, tramitación y resolución de las referidas ayudas, ignorando la jurisprudencia constitucional en materia de subvenciones. 

El TC comienza por encuadrar el caso, certificando que la Resolución impugnada versa sobre subvenciones dirigidas a financiar programas en materia de medio ambiente, por lo que conforme al art. 149.1.23 CE, se reservan al Estado las competencias para dictar legislación básica y a la Comunidad Autónoma de Galicia la capacidad de dictar normas adicionales de protección, así como de ejecución ambiental. 

A continuación, el TC recuerda su doctrina conforme a la cual, “no existe una competencia subvencional diferenciada resultante de la potestad financiera del Estado”, por lo que las Comunidades Autónomas pueden ejercer sobre las subvenciones las competencias que tengan atribuidas, pues de no ser así el Estado restringiría su autonomía política y su capacidad de gobierno (STC 13/1992, FFJJ 4º, 6º y 7º). 

Conforme a dicha doctrina, existen cuatro supuestos generales en los que cabe encuadrar una subvención. El disenso argumentativo entre el Estado y la Comunidad Autónoma de Galicia se produce sobre la determinación del supuesto, considerando el Abogado del Estado que nos hallamos ante una excepción a la regla general, que permite la subvención centralizada cuando el Estado ostente algún título competencial, genérico o específico, sobre la materia y que resulte imprescindible para asegurar la plena efectividad de las medidas dentro de la ordenación básica del sector y para garantizar las mismas posibilidades de obtención y disfrute por parte de sus potenciales destinatarios en todo el territorio nacional (FJ 4º). 

Para determinar si en el caso particular puede justificarse la aplicación de este régimen excepcional, el TC pasa a analizar tanto la Resolución objeto de recurso como la Orden que establece las bases reguladoras de las ayudas: la Orden ARM/1935/2009. 

En cuanto a esta última, justifica la regulación y gestión de las ayudas por parte del Estado en: a) la exigencia de que los beneficiarios sean entidades de ámbito supraautonómico, b) la pretensión de asegurar la plena efectividad de las medidas de fomento y de garantizar las mismas posibilidades de obtención y disfrute de las mismas por parte de sus potenciales destinatarios y c) en la condición de que las actividades financiadas tengan un ámbito territorial de más de una Comunidad Autónoma. 

El TC comienza por analizar el primer motivo, indicando que el carácter supraautonómico de los beneficiarios de las ayudas no es una razón suficiente para proceder a la centralización de su régimen de otorgamiento y de su gestión (FJ 5º). 

Tampoco considera el TC suficiente la necesidad de garantizar las mismas posibilidades a todos sus destinatarios, y para ello cita su propia doctrina, conforme a la cual, la territorialización de los créditos, que posibilitaría que resultaran beneficiados en algunas CC.AA quienes tuvieran peor derecho que otros posibles beneficiarios de otras CC.AA, puede salvarse mediante diversas técnicas, como una planificación que permita alcanzar criterios objetivos para distribuir territorialmente los fondos presupuestarios o mediante mecanismos de cooperación y coordinación, ya que “la garantía de la eficacia de la normativa estatal ha de cohonestarse con el respeto al principio de autonomía, de modo que… las dificultades que pudieran existir… no pueden ser alegadas para eludir competencias que constitucionalmente correspondan a una Comunidad Autónoma” (SSTC 159/2011, de 19 de octubre) (FJ6º). 

La misma conclusión alcanza el TC respecto del tercer argumento, que las actividades financiadas tengan un ámbito territorial de más de una Comunidad Autónoma, ya que la supraterritorialidad no es un título competencial (FJ 7º). 

Por lo tanto, dice el TC, “la centralización de las funciones de ejecución sólo puede tener lugar en supuestos excepcionales que aparezcan plenamente justificados”. Por ejemplo, cuando la actividad pública subvencionada sea supraterritorial, no sea susceptible de fraccionamiento y además no pueda llevarse a cabo mediante mecanismos de cooperación o coordinación, sino que requiera un grado de homogeneidad que sólo pueda garantizar su atribución a un solo titular, que forzosamente deba ser el Estado. Correspondería al Estado la carga de probar que se dan estas circunstancias. 

Así, el TC pasa a examinar si el Estado efectivamente ha levantado tal carga, examinando un mecanismo de codecisión o resolución compartida Estado-Comunidad introducido por la Orden y la Resolución impugnada mediante el cual la Comunidad Autónoma puede decidir rechazar la subvención establecida en los Presupuestos Generales del Estado o aceptarla. El TC señala que esto no soluciona el problema competencial, pues la autonomía y las propias competencias son indisponibles tanto para el Estado como para las Comunidades Autónomas, además de lo cual, la disyuntiva que se le planteará a la Comunidad Autónoma será entre aceptar una subvención en su territorio que va a ser gestionada por el Estado o rechazarla con la consiguiente pérdida de ingresos para atender actividades en relación con una materia sobre la que ostenta competencias de desarrollo normativo y ejecución. 

Por lo tanto, el TC rechaza el carácter colaborativo del citado mecanismo e indica que lo que debió hacer el Estado fue instrumentar, con sustento en sus facultades de coordinación, mecanismos que permitieran a las CC.AA afectadas realizar la gestión de las ayudas. 

Así, el TC certifica que la centralización en el Estado de la gestión de las ayudas establecidas en la Resolución recurrida supone una invasión de las competencias de la Comunidad Autónoma de Galicia (FJ 8º) y estima el conflicto positivo de competencia, entendiendo satisfecha la pretensión de la Junta de Galicia mediante la mera declaración de titularidad de la competencia controvertida y no anulando los actos y situaciones jurídicas consolidadas, pero llamando a la anulación de la Orden ARM/1935/2009 con base en el principio de lealtad constitucional. 

2. TRIBUNAL SUPREMO 

- Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo contencioso-administrativo, Sección 5ª), de 2 de febrero de 2012 (rec. núm. 700/2008). 

En esta Sentencia, se resuelve un recurso de casación interpuesto por la entidad mercantil Sudismin, S.L, contra la Sentencia del TSJ de Aragón de 27 de noviembre de 2007, por la que se desestimaba un recurso contra la Orden del Consejero de Medio Ambiente de la Diputación General de Aragón de 12 de marzo de 2002, desestimatoria del recurso de alzada contra la Resolución del Director General de Calidad, Evaluación, Planificación y Educación Ambiental de 20 de diciembre de 2001, por la que se denegaba a la recurrente la autorización para la valoración y eliminación de residuos no peligrosos en el vertedero “Las Canteras”. 

La autorización había sido denegada por estar calificado el terreno en el que se sitúa el vertedero como suelo no urbanizable especial, con la categoría de Ecosistema Natural de Protección del Suelo Estepario, calificación que no permitía la instalación de la actividad propuesta. 

La recurrente alega insuficiencia de motivación de la sentencia de instancia, ya que al no utilizar ésta la palabra “desestimación”, su fallo no estimaría ni desestimaría el recurso. El TS acredita, por el contrario, que del fallo del TSJ no cabe deducir nada más que la falta del derecho de la entidad mercantil a que prosiga la tramitación de la autorización que solicitó (FJ 2º). 

En segundo lugar, se denuncia la existencia de un vicio de incongruencia mixta, ya que la sentencia de instancia se pronuncia sobre una cuestión que no había sido objeto del recurso: la calificación del suelo en el que se quiere ubicar el vertedero. La demandante pretendía que la autorización de residuos debía limitarse sólo a la viabilidad ambiental del proyecto, dejando aparte los límites que en su caso estableciera la normativa urbanística. El TS acredita que es correcto por parte del TSJ dejar establecida la calificación urbanística del terreno conforme al PGOU y su incompatibilidad para vertedero, siendo estos extremos la premisa argumental del debate procesal y la razón de ser de las resoluciones administrativas impugnadas. No existe, por tanto, incongruencia omisiva (FJ 3º). 

En tercer lugar, la recurrente sostiene que el órgano medioambiental de la Comunidad Autónoma con competencia en materia de residuos tiene que otorgar o denegar la autorización sólo conforme a la legislación de residuos de su competencia, sin poder fundarse en la normativa más concreta de un Plan municipal de ordenación urbana, que se entiende de competencia municipal. El TSJ resolvió que los particulares, al igual que las Administraciones, están obligados al cumplimiento de las disposiciones establecidas en los planes, normas y ordenanzas urbanísticos, y por ello también a las del PGOU de Zaragoza. 

El TS recuerda jurisprudencia (STS de 27 de junio de 2002) en el sentido de que la Administración Autonómica debe respetar lo establecido en el Plan General de Ordenación Urbana y las competencias urbanísticas respecto del suelo no urbanizable especial, con la categoría de ecosistema natural de protección del suelo estepario, como única forma de garantizar la autonomía municipal (FJ 4º).  

Por lo tanto, el TS desestima el recurso e impone las costas del mismo a la recurrente, conforme al art. 139.1 LJCA, con el límite de 6.000€. 

- Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo contencioso-administrativo, Sección 4ª), de 21 de febrero de 2012 (rec. núm. 4671/2006). 

En esta Sentencia, se resuelve un recurso de casación interpuesto por Telefónica Móviles España S.A contra la Sentencia del TSJ de la Comunidad Valenciana de 8 de enero de 2010, estimatoria en parte del recurso contra la Ordenanza Municipal para la Instalación y Funcionamiento de Instalaciones de Radiocomunicación y Telecomunicación del Ayuntamiento de L’Escala. 

Si bien la sentencia de instancia había declarado la nulidad de parte de la Ordenanza, la empresa recurrente solicita ahora que se anule la restricción absoluta al derecho de los operadores a establecer sus instalaciones en suelo urbano, la obligación de compartición de antenas. 

El TS recuerda su asentada jurisprudencia sobre el marco en que se mueve el ejercicio de las competencias atribuidas a los municipios en lo ateniente a la regulación de las telecomunicaciones. Así, dice que “La competencia estatal en relación con las telecomunicaciones no excluye la del correspondiente municipio para atender a los intereses derivados de su competencia en materia urbanística, con arreglo a la legislación aplicable, incluyendo los aspectos de estética y seguridad de las edificaciones y medioambientales (…). El ejercicio de dicha competencia municipal en orden al establecimiento de exigencias esenciales derivadas de los intereses cuya gestión encomienda el ordenamiento a los Ayuntamientos no puede entrar en contradicción con el ordenamiento ni traducirse, por ende, en restricciones absolutas al derecho de los operadores a establecer sus instalaciones, ni en limitaciones que resulten manifiestamente desproporcionadas” (FJ 3º). 

Entrando en el caso particular, el TS cita jurisprudencia en el sentido de considerar que la prohibición absoluta de instalación de antenas en suelo urbano produciría una grave quiebra del derecho a la prestación del servicio por las operadoras (STS de 5 de octubre de 2010). Sin embargo, indica que en los casos en que esto fue establecido, las partes recurrentes argumentaron la gravosidad o imposibilidad de la prestación del servicio, mientras que en este caso, el informe pericial acreditó la posibilidad de prestación del servicio de telecomunicaciones en el municipio de L’Escala cumpliendo esta condición (FJ 5º). 

En segundo lugar, el TS se pronuncia sobre la obligación de compartición de emplazamientos, considerándolo legítimo al estar dicha obligación vinculada a la concurrencia de razones paisajísticas y ambientales y preverse a tal efecto con un procedimiento administrativo con audiencia a los interesados (FJ 6º). 

En tercer lugar, se pronuncia el TS sobre la garantía de obtención de documentos por parte de los ciudadanos interesaos, que la recurrente dice que infringe los arts. 30 y 31 de la Ley 30/92, por cuanto no se garantiza la confidencialidad de la información suministrada. El TS desestima dicho motivo, al carecer de idoneidad la cita de dichos artículos como fundamento del mismo (FJ 7º). 

De esta forma, el TS desestima el recurso de casación e impone las costas a la parte recurrente, que se limitan a la cuantía de 3.000€ conforme al art. 139.2 LJCA. 
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